INCIDENTE DE DESACATO 

RADICACIÓN:66001318700120130000301
 ACCIONANTE:         ALDEMAR IBARRA
REVOCA POR CUMPLIMIENTO
A N°71

INCIDENTE DE DESACATO EN TUTELA / Objeto de incidente / Incapacidades médicas / Cumplimiento del fallo / Revoca sanción
“De lo arrimado al dossier se observa entonces que por concepto de prestaciones le ha sido cancelada al señor ALDEMAR IBARRA la suma de $13.592.066, de los cuales $6.268.350 tienen relación con pagos efectuados con antelación al presente incidente, y los restantes $7.323.716 por las incapacidades que se le adeudaban al mismo hasta febrero 7 de 2014.

Si bien es cierto lo que señala el actor, en el sentido que existen otras incapacidades que le fueron generadas con posterioridad a la fecha antes mencionada y hasta abril 10 de 2015, estima la Sala que como lo expresa el Vicepresidente Jurídico de COLPENSIONES, el fallo constitucional solo obligó a la entidad a pagar aquellas que le fueran ordenadas al señor ALDEMAR IBARRA hasta tanto estuviera en firme el dictamen de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, y ello, como se dijo en párrafos anteriores, tuvo ocurrencia en febrero 7 de 2014. Por lo tal circunstancia, no puede ser procedente que por medio de este incidente de desacato se pretenda lograr el pago de unas sumas que por concepto de prestaciones se le generaron al accionante y que no quedaron amparadas en la sentencia judicial, al no ser viable que por ésta vía puedan ser objeto de reclamación.”
Citación jurisprudencial: Sentencia T-652 de 2010
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, once (11) de octubre de dos mil dieciséis (2016)

                                                                      Acta de Aprobación N° 930
                                                       Hora: 2:05 p.m.
1.- VISTOS 

Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), mediante la cual sancionó al Gerente Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones -Dr. FERNANDO DE JESÚS UCROSS VELÁSQUEZ-, a la Gerente Nacional de Nómina -Dra. DORIS PATARROYO PATARROYO- y a la Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones -Dra. PAULA MARCELA CARDONA RUIZ- como superior jerárquica de los antes mencionados, por no atender la tutela proferida a favor del señor ALDEMAR IBARRA. 

2.- ANTECEDENTES 

2.1.- En enero 17 de 2013 el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital en condición de juez constitucional de primer grado, tuteló el derecho fundamental al mínimo vital del ciudadano ALDEMAR IBARRA, dentro de la acción de tutela interpuesta contra COLPENSIONES, y al efecto dispuso: “[…] Segundo: ORDENAR al Gerente o Representante Legal de Colpensiones Risaralda o quien haga sus veces  que dentro de las  cuarenta y ocho (48)  horas siguientes  a la notificación de esta sentencia, reconozca y pague al señor ALDEMAR IBARRA las incapacidades médicas prescritas por su médico tratante, consistente en  i) Incapacidad N° 0001040543 […]; ii) incapacidad N° 1023872, iii) incapacidad N° 1059291 […], iv) Incapacidad N° 1069285 […] y las que se generen en adelante se reconocerán y pagarán una vez expedidas por el médico tratante hasta tanto se reconozca el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral y el mismo quede en firme. Tercero: No se ordena reconocer y pagar las incapacidades generadas desde el mes de marzo a octubre de 2012, por cuanto no se probó su existencia […]”

2.2.- En julio 28 de 2016 el apoderado del señor ALDEMAR IBARRA informó al  a quo que la entidad accionada no había cumplido lo dispuesto en la sentencia constitucional, y pidió que se ordenara a dicha entidad el pago de las incapacidades  no pagadas desde febrero 01 de 2013 a agosto de 2015, para lo cual procede a relacionar cada uno de los ciclos pertinentes.

2.3.- Por auto de julio 29 de 2016, no obstante que el a quo se aparta de la postura esgrimida por esta Corporación con relación al requerimiento previo, al considerar que éste debe efectuarse solo a la Superior Jerárquica de los funcionarios encargados de acatar la decisión judicial, libró oficios con destino a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento y Nómina de COLPENSIONES -Dres. FERNANDO DE JESÚS UCROSS VELÁSQUEZ y DORIS PATARROYO PATARROYO, respectivamente- y la Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones -Dra. PAULA MARCELA CARDONA RUIZ- como su superior jerárquica, para que cumplan el fallo.
2.4.- Al no recibirse respuesta alguna, en proveído de agosto 16 de 2016 el despacho dio apertura al incidente en contra de los Gerentes Nacionales de Reconocimiento y Nómina de COLPENSIONES y la Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones, a quienes se les concedió un término de tres días para que expusieran sus justificaciones dentro del referido caso.

2.5.- Como ninguna contestación se recibió en dicho lapso y al no haberse acatado el fallo de tutela, mediante providencia de agosto 29 de 2016 el a quo sancionó de forma individual y con arresto de cinco (05) días y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente, a la Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones de COLPENSIONES -Dra. PAULA MARCELA CARDONA RUIZ- al Gerente Nacional Reconocimiento -Dr. FERNANDO DE JESÚS UCROSS VELÁSQUEZ, y a la Gerente Nacional de Nómina  -Dra. DORIS PATAROYO PATARROYO-.
2.6.- El Vicepresidente Jurídico y Secretario General de COLPENSIONES -asignado temporalmente a dicho cargo- en escrito recibido por el despacho de primer nivel en septiembre 5 de 2016, informa que en agosto 31 de 2016 se le respondió al solicitante en relación con el pago de las incapacidades reclamadas, por lo que no se observa vulneración al derecho de petición. Al haberse cumplido el fallo y con fundamento en jurisprudencia constitucional, pide no ejecutar la sanción de multa y arresto impuestas.

2.7.- El apoderado del accionante en comunicación de septiembre 6 de 2016 insiste en el incidente de desacato en tanto a la fecha COLPENSIONES no ha realizado el pago total de las incapacidades otorgadas al señor ALDEMAR IBARRA y además aporta otras correspondientes a los meses de marzo a julio de 2013 a efecto de que se ordene por parte del juez de tutela el pago de tales subsidios.

3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del Incidente de Desacato que se tramitó en el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.). 

De conformidad con lo arrimado al dossier la Sala vislumbra que así hubiera sido tardíamente, la orden impartida por el juez constitucional de primer grado fue en efecto cumplida por la entidad accionada; por tanto, habrá que revocarse la decisión sancionatoria proferida en este incidente, por las razones que se expondrán a continuación: 

No puede pasar por alto el Tribunal el desinterés de COLPENSIONES para dar observancia al fallo constitucional en lo relativo al pago de las incapacidades médicas que le han sido otorgadas al señor ALDEMAR IBARRA, lo que motivó a que su apoderado solicitara al juzgado mediante escrito de julio 28 de 2016
 se diera inicio al presente incidente de desacato, el cual se tramitó en debida forma -no obstante la postura tozuda del a quo con relación al requerimiento previo, pese a que la sentencia data de algo más de 3 años atrás- lo que conllevó finalmente a la imposición de la sanción en contra de los doctores FERNANDO DE JESÚS UCROSS VELÁSQUEZ, DORIS PATARROYO PATARROYO y PAULA MARCELA CARDONA RUIZ, en su calidad de Gerente Nacional de Reconocimiento, Gerente Nacional de Nómina y Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones
  de COLPENSIONES -respectivamente- al no haber cancelado a favor del actor las incapacidades ordenadas.

Bajo ese entendido, y como quiera que dentro del trámite del incidente de desacato se guardó absoluto silencio por la entidad estatal, y por ende no explicó las razones por las cuales no habían efectuado los pagos al señor ALDEMAR IBARRA de las beneficios económicos a que tenía derecho, se hacía imperativo que el Juez de Tutela, procediera a determinar su responsabilidad frente al palmario incumplimiento del fallo constitucional. 
Con posterioridad a haberse adoptado la referida decisión, el Vicepresidente Jurídico y Secretario General de COLPENSIONES señaló que las circunstancias que originaron el incidente se encuentran superadas, por lo cual solicita que se abstenga el despacho de ejecutar las sanciones impuestas. Para tal efecto, allega escrito dirigido al accionante
  en el cual le informa que COLPENSIONES procedió a realizar la cancelación de las incapacidades por el período comprendido entre febrero 01 de 2013 y febrero 7 de 2014, por cuanto ésta fue la fecha en que cobró firmeza el dictamen definitivo emanado de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, con lo cual se acata lo ordenado por el juez constitucional, cuando en el fallo expresó: “y las que se generen en adelante se reconocerán y pagarán una vez expedidas por el médico tratante hasta tanto se reconozca el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral y el mismo quede en firme”.-negrillas de la Sala- 

Al verificarse por parte de esta Corporación si había consonancia entre las fechas reclamadas por el actor
y aquellas que fueron reconocidas por COLPENSIONES, mediante Resoluciones 0755 de agosto 26 de 2016 y 00762 de agosto 30 de 2016
 se evidencia que en efecto las incapacidades que a éste le fueron otorgadas hasta la fecha en que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez definió la pérdida de capacidad laboral, ya fueron debidamente autorizadas y canceladas a favor del señor ALDEMAR IBARRA, en tanto recibió en su cuenta de ahorros la suma de $3.163.650 como así lo informó en un comienzo
. Y aunque existían otros períodos que en ese momento no le habían sido sufragados, ello obedeció a que otros dineros, en cuantía de $4.160.066 se hallaban en “proceso de pago”, los cuales a la fecha ya le fueron acreditados, según se pudo establecer con la documentación allegada a esta Corporación y fue ratificado por el accionante
.

De lo arrimado al dossier se observa entonces que por concepto de prestaciones le ha sido cancelada al señor ALDEMAR IBARRA la suma de $13.592.066, de los cuales $6.268.350 tienen relación con pagos efectuados con antelación al presente incidente, y los restantes $7.323.716 por las incapacidades que se le adeudaban al mismo hasta febrero 7 de 2014.
Si bien es cierto lo que señala el actor, en el sentido que existen otras incapacidades que le fueron generadas con posterioridad a la fecha antes mencionada y hasta abril 10 de 2015
, estima la Sala que como lo expresa el Vicepresidente Jurídico de COLPENSIONES, el fallo constitucional solo obligó a la entidad a pagar aquellas que le fueran ordenadas al señor ALDEMAR IBARRA hasta tanto estuviera en firme el dictamen de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, y ello, como se dijo en párrafos anteriores, tuvo ocurrencia en febrero 7 de 2014. Por lo tal circunstancia, no puede ser procedente que por medio de este incidente de desacato se pretenda lograr el pago de unas sumas que por concepto de prestaciones se le generaron al accionante y que no quedaron amparadas en la sentencia judicial, al no ser viable que por ésta vía puedan ser objeto de reclamación.

En ese orden de ideas se puede predicar por parte de esta Corporación que COLPENSIONES sí cumplió con el fallo constitucional, en tanto ya reconoció y sufragó lo que le adeudaba al señor ALDEMAR IBARRA, por las incapacidades que a éste le habían sido concedidas, como ya se hizo referencia.  

Por lo anterior y como quiera que del estudio de los documentos allegados al expediente se observa que por parte COLPENSIONES se cumplió lo dispuesto por el a quo, así fuera de manera tardía, procede en consecuencia la revocatoria de la providencia adoptada, tal como lo ha expuesto la guardiana de la Constitución en varias ocasiones, por ejemplo, en la sentencia T-652/10, reiterada en el Auto 202/13, por medio del cual se hizo seguimiento a las órdenes de protección constitucional tomadas en el Auto 110/13 por esa Alta Corporación, en la cual se dejó claro que:  

“El objeto del incidente de desacato, de acuerdo a la jurisprudencia de esta Corporación, se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional. Por tal motivo,  la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma sino  una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia
.
Así entonces, la jurisprudencia constitucional
 ha precisado que la imposición o no de una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, quiera evitar la sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor” -negrillas nuestras-

Así las cosas, se revocará la providencia adoptada, por haberse acatado el mandato dispuesto por el Juez Constitucional.

4.- DECISIÓN 
Conforme con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, REVOCA la providencia emitida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) que fue objeto de consulta. 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ver folio 150 del expediente.


� Esta última como superior jerárquica de los anteriores.


� Se observa que la dirección indicada no corresponde a la del accionante, pero posteriormente se envía a la que reposa en la actuación. Ver folios 214 y ss. Cdno. Principal y 9 y ss. que corresponde a este Tribunal -de esta comunicación la Sala dio traslado al señor Aldemar Ibarra al correo � HYPERLINK "mailto:aldemarib531@hotmail.com" �aldemarib531@hotmail.com�-  


� Ver folios 154 y 155 del expediente, donde se hace relación de los ciclos reclamados.


� Ver folios 220 y ss. Cdno. Principal y el oficio enviado al actor los períodos fueron debidamente enunciados, visible a folios 216 y 217.


� Ver folio 24 del expediente de segunda instancia.


� Ver folios 27 y 28 del expediente de segunda instancia.


� Nos referimos a las incapacidades 1473838, 1486601, 1517806, 1520829, 1569721, 2066342 y 206359, según la relación esgrimida por el apoderado del actor, visible a folio 155.


� Sentencia T-421/03.


� Sentencia T-421/03.
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